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ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
En la coyuntura económica nacional, resulta impostergable fiscalizar 
eficientemente de la ejecución de los recursos públicos, independientemente de su 
fuente de financiamiento. 
 
La Ley N.° 7494, “Ley de Contratación Administrativa”, de 02 de mayo de 1995, se 
creó con la finalidad de establecer un marco regulatorio para llevar a cabo la 
ejecución de los recursos públicos. 
 
El artículo primero establece que las actividades de contratación administrativa 
desarrolladas por el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, el Poder Legislativo, el 
Tribunal Supremo de Elecciones, la Contraloría General de la República, la 
Defensoría de los Habitantes, el sector descentralizado territorial e institucional, 
los entes públicos no estatales y las empresas públicas, estarán sujetas a la 
aplicación de dicha norma. 
 
Además, la Administración Pública referida en el ámbito supra citado, presenta 
excepciones que simplifican los procedimientos de contratación administrativa, 
bajo circunstancias particulares. 
 
El artículo 2, define precisamente las excepciones para la aplicación de los 
procedimientos establecidos en la Ley de Contratación Administrativa, y 
puntualmente, hace referencia a la no aplicación de la norma para algunos casos 
específicos, según se cita a continuación: 
 

“Quedan fuera del alcance de la presente ley las siguientes actividades: 
 
1.- Las relaciones de empleo. 
2.- Los empréstitos públicos. 
3.- Otras actividades sometidas por ley a un régimen especial de 
contratación”. 

 
Basado en lo anterior, y considerando la difícil situación fiscal que vive nuestro 
país, es que preocupa enormemente la disposición del numeral 2, el cual deja 
fuera del alcance de la Ley de Contratación Administrativa, los recursos 
provenientes de empréstitos públicos. 
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Los empréstitos públicos, representan la inversión más onerosa del Estado, es 
decir, el pago de intereses que debemos realizar los costarricenses, convierten la 
ejecución de estos recursos en inversiones que requieren una fiscalización mayor, 
por cuanto significa más gasto del Erario Público. 
 
Es de nuestro conocimiento, que los entes financieros prestadores de recursos, 
tienen políticas específicas para el otorgamiento de financiamientos, entre las 
cuales se incluyen condiciones particulares y procedimientos para la ejecución 
presupuestaria. 
 
Sin embargo, entre las condiciones particulares y procedimientos que se definen 
en sus políticas de otorgamiento de recursos, se incluye la aplicación de la 
legislación nacional del beneficiario, como una alternativa viable para la ejecución 
de recursos. 
 
Como ejemplo de lo anterior, las políticas para la obtención de bienes, obras, 
servicios y consultorías del BCIE, establecen en su artículo 18, diferentes 
procedimientos para la ejecución de recursos, y los mismos incorporan la 
utilización de la legislación nacional, tal y como se evidencia a continuación: 
 
 
“ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
[…] ” 
 
 
Sin embargo, aunque las condiciones propias del prestador permiten utilizar la 
legislación nacional, tal y como se evidencia con el BCIE, nuestra propia 
legislación deja fuera del alcance de la Ley de Contratación Administrativa la 
ejecución de los recursos provenientes de empréstitos, y es precisamente ahí 
donde nace la preocupación. 
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Los empréstitos, a diferencia de la ejecución de los recursos ordinarios de las 
instituciones, deben ser sujetos a una mayor fiscalización, considerando que son 
inversiones que le salen más caras al país. 
 
El pago de intereses a los que se somete nuestro país mediante un empréstito, es 
un factor prioritario para la toma de decisiones de inversión, y por ello, el fiscalizar 
eficientemente la ejecución de esos recursos, no puede quedar fuera del alcance 
de la legislación nacional, creada específicamente para estos efectos. 
 
La aprobación de la Ley N.° 9635, “Ley de Fortalecimiento de las Finanzas 
Públicas”, de 03 de diciembre de 2018, ha sido un avance significativo en el 
proceso de saneamiento del Erario Público, el cual implica una responsabilidad 
adicional a las prácticas de ejecución presupuestaria en nuestro país. 
 
Es impostergable adoptar medidas que permitan racionalizar el gasto, pero 
principalmente establecer normas que le den mayor transparencia al uso de los 
recursos públicos, y con mayor eficiencia, en los casos donde se ven involucrados 
empréstitos, que como ya se mencionó anteriormente, son las inversiones más 
onerosas del Estado. 
 
Es por lo anterior que el presente proyecto de ley, abre la posibilidad para que 
nuestro país, como beneficiario de empréstitos públicos, pueda transparentar la 
ejecución de dichos recursos mediante la aplicación de las disposiciones 
establecidas en la Ley N.° 9074 “Ley de Contratación Administrativa”, de 02 de 
mayo de 1995, y sus reformas, siempre y cuando las condiciones pactadas en el 
empréstito y el prestador lo permitan. 
 
El costo que hemos asumido los costarricenses con la anterior reforma fiscal, nos 
obliga a tomar posturas firmes que promuevan la transparencia y priorización en 
busca del equilibrio fiscal, pero esto se debe materializar con ajustes normativos 
que permitan cumplir dicho objetivo. 
 
El presente proyecto de ley, no solamente se convierte en una herramienta para 
transparentar la ejecución del gasto de recursos provenientes de empréstitos, sino 
que, en tiempos de crisis fiscal, es una garantía de que los recursos se invertirán 
bajo los principios y condiciones pactadas para una eficiente ejecución, mediante 
los procedimientos de la Ley de Contratación Administrativa. 
 
Por las razones expuestas, sometemos a consideración de esta Asamblea 
Legislativa, el siguiente proyecto de ley. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
LEY DE TRANSPARENCIA PARA LA 

EJECUCIÓN DE LOS EMPRÉSTITOS PÚBLICOS 

 
 
 
ARTÍCULO 1- Refórmase el numeral 2, contenido en el artículo 2, de la Ley 
N.° 9074 “Ley de Contratación Administrativa”, de 02 de mayo de 1995, y sus 
reformas, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 
 
Artículo 2- 
 
[…] 
 
2- Los empréstitos públicos, cuando así lo condicionen los prestadores en sus 
políticas de otorgamiento de recursos, o se establezca en el empréstito.  Sin 
excepción, las contrataciones deberán efectuarse conforme los principios 
establecidos en la presente ley. 
 
[…] 
 
 
Rige a partir de su publicación. 
 
 
 

Pablo Heriberto Abarca Mora 
Diputado 

 
 
 
 
 
29 de enero de 2019 
 
 
NOTAS: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente 

Ordinaria de Asuntos Jurídicos. 
 
Este proyecto cumplió el trámite de revisión de errores formales, 
materiales e idiomáticos en el Departamento de Servicios 
Parlamentarios. 
 


